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Los participantes en la Mesa 2 han analizado con detalle el funcionamiento del régimen 
especial de la Seguridad Social denominado Seguro Escolar, establecido por Ley de 17 
de julio de 1953, cuando no existía un derecho universal a las prestaciones sanitarias en 
España, que ha evolucionado muy poco en las cinco décadas largas de existencia, hasta 
el punto de que las prestaciones médicas son esencialmente las mismas y las 
prestaciones económicas actuales son por importes nominales prácticamente idénticos a 
los diseñados al ponerlo en marcha.  
 
Los Defensores Universitarios apoyamos la continuidad del régimen del Seguro 
Escolar, puesto que cubre contingencias que suponen riesgos relevantes de la vida 
universitaria, si bien hemos concluido que este régimen especial debe ser rediseñado y 
actualizado en sus características esenciales. 
 
En este documento se hacen cuatro series de propuestas para mejorar el servicio que 
presta el Seguro Escolar en estos momentos. La primera serie de propuestas tiene como 
objetivo mejorar la información de los estudiantes, que son los beneficiarios pero 
carecen en la mayoría de los casos de conciencia sobre los derechos que les asisten 
como miembros de este régimen especial de la Seguridad Social. La segunda serie de 
propuestas se refiere a la sustitución del sistema actual por otro, puesto al día, que 
comprenda solo prestaciones adicionales a las ofrecidas por los demás regímenes de 
previsión social existentes en nuestro país, aunque ello suponga la revisión de las 
aportaciones de los beneficiarios para actualizar las percepciones e indemnizaciones. La 
tercera serie de propuestas se refiere a determinados aspectos de las prestaciones, sobre 
los que se puede actuar mejorando su calidad o cantidad. Por último, la cuarta serie de 
propuestas se refiere a que la eventual transferencia del régimen del Seguro Escolar a 
las Comunidades Autónomas debe hacerse sin menoscabo de las prestaciones ni del 
principio esencial de equidad e igualdad de derechos para todos los beneficiarios, con 
independencia de su adscripción dentro del territorio español. 
 
1. PROPUESTAS RELATIVAS A LA INFORMACIÓN A LOS ESTUDIANTES 
 
1.1. Puesto que la información que reciben los alumnos es, en el mejor de los casos, 

parcial y sesgada, proponemos y solicitamos encarecidamente que las autoridades o 
las asociaciones universitarias (es decir el Consejo de Coordinación Universitaria, o 
bien otra instancia ministerial, o bien la Conferencia de Rectores de las 
Universidades Españolas) sirvan de cauce para elaborar y mantener una 
información completa y actualizada que pueda ser difundida entre los estudiantes 
de todas las universidades españolas, que se podría alojar en página específica a la 



que se podría acceder, mediante enlaces, desde los sitios web de todas las 
instituciones universitarias. 

 
1.2. Con independencia de lo anterior, recomendamos vivamente a las Universidades 

que, en sus campañas de acogida y recepción de estudiantes, mediante información 
recogida en folletos y guías universitarias o bien a través de tablones de anuncios, 
difunda los derechos que supone la pertenencia al Seguro Escolar, así como la 
forma de ejercer dichos derechos, prestando ayuda y apoyo a través de las oficinas 
de información y del resto de los servicios administrativos existentes, para lo cual 
se deberá dar la formación oportuna al personal de administración y servicios, en la 
medida que lo necesiten. 

 
1.3. La misma diligencia por divulgar las condiciones del Seguro Escolar se debería 

exigir al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y, en su caso, a las Comunidades 
Autónomas que hubiesen asumido las competencias al respecto. 

 
2. DISEÑO DE UN NUEVO SISTEMA DE PROTECCIÓN PARA EL SEGURO 

ESCOLAR 
 
2.1 Puesto que no tiene mucha justificación que un ciudadano esté cubierto, y por tanto 

pague, por unas prestaciones sanitarias que ya recibe en razón de un derecho 
universal a su disfrute, se propone que el Seguro Escolar sea estudiado y rediseñado 
como un sistema que contemple solo coberturas no exigibles a la Seguridad Social y 
prestaciones económicas que no se solapen con las demás que proceden de otros 
sistemas públicos de protección. 

 
2.2 Entendemos que las prestaciones sanitarias derivadas de accidentes escolares y de 

enfermedades relacionadas con la actividad estudiantil o sus secuelas son las que se 
pueden exigir de un Seguro Escolar, que deben suponer mejoras o nuevos derechos 
respecto a los que ya poseen los estudiantes en el sistema sanitario público. 

 
2.3 También creemos relevante la existencia de prestaciones económicas en caso de 

infortunio o quebranto familiar que prive al estudiante de los medios económicos 
para seguir sus estudios. La concesión de las mismas debe conllevar, además de la 
gratuidad de la enseñanza hasta la conclusión de los estudios, una percepción 
suficiente para afrontar con dignidad la pérdida económica sufrida por un periodo 
suficiente para terminar la carrera iniciada. 

 
2.4   Los estudios técnicos, esto es, financieros y actuariales, que se hagan para la 

implantación del nuevo sistema de Seguro Escolar deberán diseñar un precio 
adecuado a pagar por los estudiantes para atender los gastos e indemnizaciones 
derivados de las prestaciones, que podría situar el precio anual del Seguro Escolar 
en un rango de entre 6 y 14 euros anuales. 

 
3. REDISEÑO DE CIERTAS COBERTURAS  
 
3.1 Al haber variado la edad media y la duración de los estudios, no tiene sentido limitar 

la edad de los beneficiarios del Seguro Escolar a 28 años. La cobertura se debería 
extender a todo periodo en que los estudiantes estuviesen matriculados en una 
facultad o escuela perteneciente a una Universidad española. 



 
3.2  El Seguro Escolar debería cubrir a los estudiantes con independencia del lugar 

donde desarrollaran su aprendizaje, lo que supone extender sus beneficios a 
prácticas de campo y prácticas en empresas, así como a las actividades desarrolladas 
en el extranjero y contempladas por la Universidad de origen, y en especial a todos 
los programas de intercambio. 

 
3.3  Es deseable, por injustificado, suprimir el año de carencia para recibir ciertas 

prestaciones sanitarias. En lo que se refiere a las prestaciones económicas, las que se 
propugna conservar no necesitan periodo alguno de carencia. Tampoco tiene sentido 
mantener la incompatibilidad entre las prestaciones del Seguro Escolar y las del 
resto de los regímenes de la Seguridad Social, por lo que nuestra propuesta es 
eliminarla en tanto que los estudiantes estén cotizando regularmente en los 
regímenes de los que se van a beneficiar. 

 
3.4 El Seguro Escolar se debería ofrecer, en las mismas condiciones que a los 

estudiantes españoles, a los estudiantes extranjeros que, participando en programas 
de intercambio aprobados por Universidades española, no gozasen de un sistema 
equivalente en sus países de origen, de forma que pudiesen disfrutar de sus 
beneficios durante su periodo de permanencia en España. 

 
4. EN CASO DE TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS A LAS 

AUTONOMÍAS 
 

4.1. La transferencia de las competencias a las Comunidades Autónomas, en cuanto 
a gestión de prestaciones del Seguro Escolar puede ser una realidad en pocos 
años, pero en caso de realizarse debe hacerse sin menoscabo de los derechos 
que los estudiantes tuvieran mientras la gestión ha sido realizada por el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 

 
4.2. En concreto, no es admisible que las prestaciones sanitarias propias del Seguro 

Escolar, que suponen, por ejemplo la posibilidad de elección de especialista y 
centro sanitario, y de intervenciones quirúrgicas sin someterse a listas de espera, 
sean recortadas o anuladas por las autoridades sanitarias de ninguna Comunidad 
Autónoma, porque lesionaría derechos e iría contra la igualdad esencial en el 
trato que constituye uno de los pilares asentados en las leyes. 

 
4.3. Tampoco es admisible que se constriña la recepción de tratamientos sanitarios a 

la Comunidad Autónoma de origen, cuando la movilidad del estudiante (por 
prácticas o intercambio entre universidades, por ejemplo) es una realidad 
cotidiana. Tanto más si se considera que una de las peticiones hechas 
anteriormente es que las prestaciones se reciban si el accidente o enfermedad se 
sufren estando en territorio extranjero. 

 
4.4. En definitiva, la descentralización de la gestión del Seguro Escolar no puede 

significar en ningún caso y bajo ninguna circunstancia la relajación de los 
principios de equidad en el trato e igualdad esencial que el sistema supone para 
todos los estudiantes españoles.  


